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  RECURSO DE REVISIÓN 353/2019-2 PNT.
COMISIONADO PONENTE: 

LIC. PAULINA SÁNCHEZ PÉREZ DEL POZO
ENTE OBLIGADO:

H. AYUNTAMIENTO DE VILLA DE ARRIAGA, SAN LUIS POTOSÍ.

San Luis Potosí, San Luis Potosí. Acuerdo del Pleno de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, correspondiente a la Sesión Extraordinaria 12 doce de junio de 2019, dos mil diecinueve.  
VISTOS, para resolver, los autos del recurso de revisión identificado al rubro; y
R E S U L T A N D O:

PRIMERO. Solicitud de acceso a la información pública. Según consta en la Plataforma Nacional de Transparencia con folio 00207519 el 21 veintiuno de febrero de 2019, dos mil diecinueve, el H. Ayuntamiento de Villa de Arriaga, recibió una solicitud de acceso a la información pública requiriendo lo siguiente:

“Solicito por favor, copia digital de los siguientes documentos con los cuales debe contar su Municipio, dado que ya se realizaron los procedimientos a los cuales se refiere esta solicitud:

1. Reglamento de Integración y Funcionamiento de los Organismos de Participación Ciudadana del Municipio, que cumple con las disposiciones establecidas en los Artículos 101, 102, 102 BIS, 102 TER y 103 de la Ley Orgánica del Municipio Libre de San Luis Potosí en su última reforma 01 octubre 2018.

2. Calendario de realización de los procesos de elección de representantes sociales comunitarios para el Consejo de Desarrollo Social Municipal CDSDM

3. Convocatoria pública para la elección de representantes sociales comunitarios que cumple con lo establecido en la Ley Orgánica en los artículos ya mencionados.

4. Informe de difusión de la convocatoria de acuerdo a lo que establece la Ley Orgánica en los artículos ya mencionados.

5. Actas de las asambleas de elección de los representantes sociales comunitarios de todas y cada una de los barrios, colonias, ejidos, comunidades o como se defina el ámbito de representación para CDSM.

6. Listas de asistencia debidamente requisitadas, de los participantes en las asambleas mencionadas en el punto anterior.

7. Evidencia fotográfica de las citadas asambleas electivas de los representantes sociales de CDSM.

8. Integración final del CDSM.

9. Acta de instalación del CDSM.

Solicito que la respuesta sea plena y satisfactoria a cada uno de los puntos solicitados, lo anterior, de conformidad con la fracción tercera del numeral 165 del Código Procesal Administrativo aplicado de manera supletoria a la Ley de Transparencia y Acceso a la

Información Pública del Estado de San Luis Potosí, que al respecto dice:

ARTÍCULO 165. Son requisitos del acto administrativo:

 Que se expida de manera congruente con lo solicitado y resolver expresamente todos los puntos propuestos por el interesado o previstos por las normas.

Gracias por su atención” (sic). 

SEGUNDO. Respuesta a la solicitud de acceso a la información pública. El 01 uno de marzo de 2019, dos mil diecinueve, el sujeto obligado notificó al solicitante, por el mismo medio electrónico, la respuesta a la solicitud de acceso a la información pública, misma que es como sigue:

“INFORMACIÓN DE INTERÉS PUBLICO” (sic). 

TERCERO. Interposición del recurso. El 11 once de marzo de 2019, dos mil diecinueve, a través del Sistema de Comunicación con los Sujetos Obligados, el solicitante de la información interpuso recurso de revisión en contra de la respuesta a la solicitud mencionada en el punto anterior, mismo que en dicha fecha quedó presentado ante la Oficialía de Partes de esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, por medio del cual manifestó:

“1. La respuesta del ente no cumple con lo establecido por los artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y el artículo 13 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, preceptos legales que al respecto señalan que todo acto de autoridad deberá estar debidamente fundado y motivado y que a toda solicitud de información deberá recaer una resolución. 2. La respuesta no cubre lo requerimientos, e incumple la obligación de orientar al solicitante sobre donde localizarla. A ello hay que agregar que la obligación de información hace referencia a los mecanismos de Participación ciudadana y la solicitud hace referencia a ORGANISMOS DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA. 3. El Ente Público al momento de dar respuesta, tampoco emitió la correspondiente resolución administrativa que pudiera dotar de certeza jurídica, de que en ella se está respetando el derecho de acceso a la información pública bajo los principios de máxima publicidad de la información y la sencillez del procedimiento, resultando la información proporcionada por el Ente Público, confusa, oscura y carente de los requisitos mínimos que una respuesta de acceso a la información pública debe tener. Lo anterior, de conformidad con la fracción tercera del numeral 165 del Código Procesal Administrativo aplicado de manera supletoria a la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, que al respecto dice: ARTÍCULO 165. Son requisitos del acto administrativo: Que se expida de manera congruente con lo solicitado y resolver expresamente todos los puntos propuestos por el interesado o previstos por las normas. Por lo anteriormente expuesto exijo una respuesta satisfactoria a cada uno de los puntos solicitados al Honorable Ayuntamiento” (sic). 
CUARTO. Trámite del recurso de revisión ante esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública. Mediante auto de 12 doce de marzo de 2019, dos mil diecinueve, la Presidencia de esta Comisión de Transparencia tuvo por recibido el recurso de revisión, por lo que en razón de turno, toco conocer a la ponencia de la Comisionada Paulina Sánchez Pérez del Pozo, por lo que se le turnó dicho expediente bajo número RR-353/2019-2 SIGEMI para que procediera, previo su análisis, a su admisión o desechamiento según fuera el caso.  

QUINTO. Auto de admisión y trámite. El 26 veintiséis de marzo de 2019, dos mil diecinueve, la Comisionada Ponente acordó la admisión del recurso de revisión por actualizarse las hipótesis establecidas en las fracciones V y XII del artículo 167 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado -la primera fracción señalada en suplencia con fundamento en el artículo 170, segundo párrafo-, y tuvo como ente obligado al H. AYUNTAMIENTO DE VILLA DE ARRIAGA, SAN LUIS POTOSÍ, POR CONDUCTO DEL PRESIDENTE MUNICIPAL, A TRAVÉS DEL TITULAR DE LA UNIDAD DE TRANSPARENCIA.
De la misma manera, se puso a disposición de las partes el expediente para que en un plazo máximo de 7 siete días manifestaran lo que a su derecho conviniera –ofrecer pruebas y alegar–.  

Por lo tanto, el ponente apercibió al sujeto obligado de que en caso de ser omisos para manifestar lo que a su derecho conviniera respecto del presente recurso, este Órgano Garante resolvería únicamente con base en las documentales que obraran en autos.

Asimismo, en el contexto del mismo proveído la suscrita decretó la ampliación del término para resolver el presente asunto, ello de conformidad con el artículo 170 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado y en atención al Lineamiento Décimo Noveno de los Lineamientos para la Recepción, Sustanciación, Resolución y Cumplimiento de los Recursos de Revisión promovidos ante la CEGAIP, en virtud de la distancia territorial. 

SEXTO. Rendición del informe de los sujetos obligados. Con fecha 29 veintinueve de mayo de 2019, dos mil diecinueve, esta Comisión emitió un proveído a través del cual certificó únicamente el plazo con el que contaba el recurrente a efecto de realizar las manifestaciones que a su derecho estimara convenientes y ofreciera las pruebas y alegatos correspondientes; por lo que, en cuanto al sujeto obligado se señaló que no era posible asentar la correspondiente certificación del plazo que disponía para realizar manifestaciones y ofrecer pruebas y alegatos correspondientes, ya que a la fecha de emisión del acuerdo de referencia no obraban los acuses del Servicio Postal Mexicano relativos a la notificación que le fue enviada respecto del proveído de admisión, no obstante, a efecto no retardar el trámite del presente asunto se ordenó la elaboración del proyecto de resolución correspondiente.

Así, por lo que toca a la parte recurrente, se le tuvo por omiso al no comparecer a realizar las manifestaciones que a su derecho consideró convenientes, por lo que se procedió a la elaboración del proyecto de resolución correspondiente y,  

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Competencia. Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública es competente para conocer del presente asunto, de acuerdo con los artículos 6, párrafo cuarto, apartado A, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 17, fracción III, párrafo tercero, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 27, primer párrafo, 34, fracciones I y II, 35, fracción I, y 175 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública de este Estado. 

SEGUNDO. Procedencia. El presente recurso de revisión es procedente en términos del artículo 166 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado ya que la parte recurrente se inconforma por la respuesta a su solicitud de acceso a la información pública por parte del sujeto obligado. 

TERCERO. Oportunidad del recurso. La interposición del escrito inicial del recurso de revisión fue oportuna al presentarse dentro del plazo de quince días a que se refiere el artículo 166 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, como se expone a continuación:

· El 21 veintiuno de febrero de 2019, dos mil diecinueve, el solicitante de la información presentó su solicitud de acceso a la información pública ante el sujeto obligado.

· Ahora, de conformidad con los artículos 148 y 154 de la Ley de Transparencia, el plazo para dar respuesta por parte del sujeto obligado era de diez días hábiles, contados a partir del día siguiente en que le fue presentada la solicitud de información.

· El 01 uno de marzo de 2019, dos mil diecinueve, el solicitante de la información fue notificado de la respuesta a su solicitud.

· Por lo tanto, el plazo de los quince días hábiles para interponer el recurso de revisión transcurrió del día 04 cuatro al 25 veinticinco de marzo de este año. 

· Se deben descontar de dicho cómputo por ser inhábiles los días 09 nueve, 10 diez, 16 dieciséis, 17 diecisiete, 18 dieciocho, 23 veintitrés y 24 veinticuatro de marzo del año en curso.

· Consecuentemente si el 11 once de marzo de este año el recurrente interpuso el citado medio de impugnación ante esta Comisión de Transparencia, mismo que quedó presentado ante la Oficialía de Partes de esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública el mismo día, en ese sentido, resulta claro que es oportuna su presentación.  
CUARTO. Certeza del acto reclamado. Es cierto lo que se le reclama al sujeto obligado en virtud de que la solicitud de acceso a la información pública fue dirigida al municipio de que se trata como sujeto obligado de acuerdo al registro de la Plataforma Nacional de Transparencia.

QUINTO. Causales de improcedencia. Las causales de improcedencia previstas en el artículo 179 de la Ley de Transparencia son de estudio oficioso y preferente a cualquier otra cuestión planteada, por lo tanto, al no haber otra causal de improcedencia invocada por las partes o advertida por este Órgano Colegiado, se analiza el fondo de la cuestión planteada.


SEXTO. Caso Concreto. Pues bien, como ha quedado establecido, se advierte que el hoy recurrente a través de su escrito de solicitud de información requirió al H. Ayuntamiento de Villa de Arriaga, la información siguiente:
“Solicito por favor, copia digital de los siguientes documentos con los cuales debe contar su Municipio, dado que ya se realizaron los procedimientos a los cuales se refiere esta solicitud:

1. Reglamento de Integración y Funcionamiento de los Organismos de Participación Ciudadana del Municipio, que cumple con las disposiciones establecidas en los Artículos 101, 102, 102 BIS, 102 TER y 103 de la Ley Orgánica del Municipio Libre de San Luis Potosí en su última reforma 01 octubre 2018.

2. Calendario de realización de los procesos de elección de representantes sociales comunitarios para el Consejo de Desarrollo Social Municipal CDSDM

3. Convocatoria pública para la elección de representantes sociales comunitarios que cumple con lo establecido en la Ley Orgánica en los artículos ya mencionados.

4. Informe de difusión de la convocatoria de acuerdo a lo que establece la Ley Orgánica en los artículos ya mencionados.

5. Actas de las asambleas de elección de los representantes sociales comunitarios de todas y cada una de los barrios, colonias, ejidos, comunidades o como se defina el ámbito de representación para CDSM.

6. Listas de asistencia debidamente requisitadas, de los participantes en las asambleas mencionadas en el punto anterior.

7. Evidencia fotográfica de las citadas asambleas electivas de los representantes sociales de CDSM.

8. Integración final del CDSM.

9. Acta de instalación del CDSM.

Solicito que la respuesta sea plena y satisfactoria a cada uno de los puntos solicitados, lo anterior, de conformidad con la fracción tercera del numeral 165 del Código Procesal Administrativo aplicado de manera supletoria a la Ley de Transparencia y Acceso a la

Información Pública del Estado de San Luis Potosí, que al respecto dice:

ARTÍCULO 165. Son requisitos del acto administrativo:

 Que se expida de manera congruente con lo solicitado y resolver expresamente todos los puntos propuestos por el interesado o previstos por las normas.

Gracias por su atención” (sic). 

Asimismo, con fecha 11 once de marzo de 2019, dos mil diecinueve, se recibió ante esta Comisión el escrito de recurso de revisión interpuesto por el promovente, en donde se agravió por la respuesta a su solicitud de información.  
SÉPTIMO. Estudio de los agravios. Así las cosas, esta Comisión procede a verificar la respuesta del sujeto obligado a su escrito de solicitud de información. 

Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública entra al estudio del agravio de conformidad con lo siguiente.
7.1. Agravios. Nuevamente, el recurrente expresó como agravio:

“1. La respuesta del ente no cumple con lo establecido por los artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y el artículo 13 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, preceptos legales que al respecto señalan que todo acto de autoridad deberá estar debidamente fundado y motivado y que a toda solicitud de información deberá recaer una resolución. 2. La respuesta no cubre lo requerimientos, e incumple la obligación de orientar al solicitante sobre donde localizarla. A ello hay que agregar que la obligación de información hace referencia a los mecanismos de Participación ciudadana y la solicitud hace referencia a ORGANISMOS DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA. 3. El Ente Público al momento de dar respuesta, tampoco emitió la correspondiente resolución administrativa que pudiera dotar de certeza jurídica, de que en ella se está respetando el derecho de acceso a la información pública bajo los principios de máxima publicidad de la información y la sencillez del procedimiento, resultando la información proporcionada por el Ente Público, confusa, oscura y carente de los requisitos mínimos que una respuesta de acceso a la información pública debe tener. Lo anterior, de conformidad con la fracción tercera del numeral 165 del Código Procesal Administrativo aplicado de manera supletoria a la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, que al respecto dice: ARTÍCULO 165. Son requisitos del acto administrativo: Que se expida de manera congruente con lo solicitado y resolver expresamente todos los puntos propuestos por el interesado o previstos por las normas. Por lo anteriormente expuesto exijo una respuesta satisfactoria a cada uno de los puntos solicitados al Honorable Ayuntamiento” (sic). 

7.1.2. Agravio fundado.
Ahora bien, de la inconformidad planteada en el recurso de revisión que hoy nos toca conocer, esta resulta fundada en atención a los siguientes razonamientos:
En esencia, la inconformidad en estudio encuadra en el supuesto a que alude el artículo 167, fracción XII, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, en virtud de que el sujeto obligado otorga una respuesta carente de fundamento y motivación que sustente su dicho.

Luego, en un segundo momento, de las constancias que obran en el presente expediente, no se advierte que el sujeto obligado haya comparecido a efecto de manifestar lo que a su derecho estimaba conveniente y presentar pruebas o alegatos correspondientes.

De esta manera, en el caso concreto, se estima que el acto primigenio formulado por la autoridad, por el cual emitió la respuesta otorgada al particular, carece de la debida fundamentación y motivación, ya que no se estableció de manera puntual el fundamento legal por el cual se emite ésta. Sirve para reforzar lo anterior la tesis de jurisprudencia I.3o.C. J/47, emitida por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, misma que dispone:
“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. LA DIFERENCIA ENTRE LA FALTA Y LA INDEBIDA SATISFACCIÓN DE AMBOS REQUISITOS CONSTITUCIONALES TRASCIENDE AL ORDEN EN QUE DEBEN ESTUDIARSE LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN Y A LOS EFECTOS DEL FALLO PROTECTOR.
La falta de fundamentación y motivación es una violación formal diversa a la indebida o incorrecta fundamentación y motivación, que es una violación material o de fondo, siendo distintos los efectos que genera la existencia de una u otra, por lo que el estudio de aquella omisión debe hacerse de manera previa. En efecto, el artículo 16 constitucional establece, en su primer párrafo, el imperativo para las autoridades de fundar y motivar sus actos que incidan en la esfera de los gobernados, pero la contravención al mandato constitucional que exige la expresión de ambas en los actos de autoridad puede revestir dos formas distintas, a saber: la derivada de su falta, y la correspondiente a su incorrección. Se produce la falta de fundamentación y motivación, cuando se omite expresar el dispositivo legal aplicable al asunto y las razones que se hayan considerado para estimar que el caso puede subsumirse en la hipótesis prevista en esa norma jurídica. En cambio, hay una indebida fundamentación cuando en el acto de autoridad sí se invoca el precepto legal, sin embargo, resulta inaplicable al asunto por las características específicas de éste que impiden su adecuación o encuadre en la hipótesis normativa; y una incorrecta motivación, en el supuesto en que sí se indican las razones que tiene en consideración la autoridad para emitir el acto, pero aquéllas están en disonancia con el contenido de la norma legal que se aplica en el caso. De manera que la falta de fundamentación y motivación significa la carencia o ausencia de tales requisitos, mientras que la indebida o incorrecta fundamentación y motivación entraña la presencia de ambos requisitos constitucionales, pero con un desajuste entre la aplicación de normas y los razonamientos formulados por la autoridad con el caso concreto. La diferencia apuntada permite advertir que en el primer supuesto se trata de una violación formal dado que el acto de autoridad carece de elementos ínsitos, connaturales, al mismo por virtud de un imperativo constitucional, por lo que, advertida su ausencia mediante la simple lectura del acto reclamado, procederá conceder el amparo solicitado; y en el segundo caso consiste en una violación material o de fondo porque se ha cumplido con la forma mediante la expresión de fundamentos y motivos, pero unos y otros son incorrectos, lo cual, por regla general, también dará lugar a un fallo protector, sin embargo, será menester un previo análisis del contenido del asunto para llegar a concluir la mencionada incorrección. Por virtud de esa nota distintiva, los efectos de la concesión del amparo, tratándose de una resolución jurisdiccional, son igualmente diversos en uno y otro caso, pues aunque existe un elemento común, o sea, que la autoridad deje insubsistente el acto inconstitucional, en el primer supuesto será para que subsane la irregularidad expresando la fundamentación y motivación antes ausente, y en el segundo para que aporte fundamentos y motivos diferentes a los que formuló previamente. La apuntada diferencia trasciende, igualmente, al orden en que se deberán estudiar los argumentos que hagan valer los quejosos, ya que si en un caso se advierte la carencia de los requisitos constitucionales de que se trata, es decir, una violación formal, se concederá el amparo para los efectos indicados, con exclusión del análisis de los motivos de disenso que, concurriendo con los atinentes al defecto, versen sobre la incorrección de ambos elementos inherentes al acto de autoridad; empero, si han sido satisfechos aquéllos, será factible el estudio de la indebida fundamentación y motivación, esto es, de la violación material o de fondo”.

En razón de lo expuesto y de la tesis citada, la autoridad al emitir su respuesta debe fundamentar y motivar su actuar, pero además un punto crucial en este Derecho es permitir el acceso a documentos que efectivamente emanen del ejercicio de la competencia, atribuciones o facultades del sujeto obligado, puesto que el contenido constitucionalmente garantizado por el derecho de acceso a la información pública no sólo comprende la mera posibilidad de acceder a la información solicitada, y correlativamente, la obligación de otorgarla por parte de los entes públicos, ya que si tal fuese sólo su contenido protegido constitucionalmente, se correría el riesgo de que este derecho y los fines que con su reconocimiento se persiguen, resultaran burlados cuando los organismos públicos entregasen cualquier tipo de información, independientemente de su veracidad o no. Se debe entender por veracidad, no al contenido sustancial del acto, sino como aquellos elementos que identifiquen a la información con aquella generada, administrada o poseída por la autoridad en el ejercicio de su función y que además, cuente con las características de confiabilidad, oportunidad, congruencia, integridad, actualidad, accesibilidad, comprensibilidad y verificabilidad, ello de conformidad con el artículo 6°, fracción I de los Lineamientos Técnicos Generales en materia de publicación, homologación y estandarización de las obligaciones comunes y especificas en materia de transparencia.
Máxime lo anterior, se estima que la respuesta del sujeto obligado se encontró alejada de los principios de congruencia y exhaustividad previstos en el Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí aplicado de manera supletoria de conformidad con el artículo 1° de la Ley de la materia, que a la letra señala:

“ARTÍCULO 165. Son requisitos del acto administrativo:

III. Que se expida de manera congruente con lo solicitado y resolver expresamente todos los puntos propuestos por el interesado o previstos por las normas.”

De acuerdo con el artículo transcrito, son considerados válidos los actos que reúnan, entre otros elementos, los principios de congruencia y exhaustividad, entendiendo por lo primero que las consideraciones vertidas en la respuesta sean armónicas entre sí, no se contradigan, y guarden concordancia entre lo solicitado y la respuesta; y por lo segundo, que se pronuncie expresamente sobre cada punto, lo cual en la especie no sucedió.
Sirve de sustento para lo anterior lo señalado en el artículo 11 de la Ley Estatal de la Materia, propio que a la letra dice:

“Artículo 11. Toda la información en posesión de los sujetos obligados será pública, completa, oportuna y accesible, sujeta a un claro régimen de excepciones que deberán estar definidas y ser además legítimas y estrictamente necesarias en una sociedad democrática.”
 En el mismo sentido, se ha pronunciado el Poder Judicial de la Federación en la siguiente Jurisprudencia:

“Novena Época, Registro: 178783, Instancia: Primera Sala, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XXI, Abril de 2005.
CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN SENTENCIAS DICTADAS EN AMPARO CONTRA LEYES. ALCANCE DE ESTOS PRINCIPIOS. Los principios de congruencia y exhaustividad que rigen las sentencias en amparo contra leyes y que se desprenden de los artículos 77 y 78 de la Ley de Amparo, están referidos a que éstas no sólo sean congruentes consigo mismas, sino también con la litis y con la demanda de amparo, apreciando las pruebas conducentes y resolviendo sin omitir nada, ni añadir cuestiones no hechas valer, ni expresar consideraciones contrarias entre sí o con los puntos resolutivos, lo que obliga al juzgador, a pronunciarse sobre todas y cada una de las pretensiones de los quejosos, analizando, en su caso, la constitucionalidad o inconstitucionalidad de los preceptos legales reclamados. 

Amparo en revisión 383/2000. Administradora de Centros Comerciales Santa Fe, S.A. de C.V. 24 de mayo de 2000. Cinco votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: Leticia Flores Díaz. 
Amparo en revisión 966/2003. Médica Integral G.N.P., S.A. de C.V. 25 de febrero de 2004. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretaria: Guadalupe Robles Denetro. 
Amparo en revisión 312/2004. Luis Ramiro Espino Rosales. 26 de mayo de 2004. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Humberto Román Palacios. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Miguel Enrique Sánchez Frías. 
Amparo en revisión 883/2004. Operadora Valmex de Sociedades de Inversión, S.A. de C.V. 3 de septiembre de 2004. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Francisco Javier Solís López. 
Amparo en revisión 1182/2004. José Carlos Vázquez Rodríguez y otro. 6 de octubre de 2004. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Miguel Enrique Sánchez Frías. 
Tesis de jurisprudencia 33/2005. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de treinta de marzo de dos mil cinco.” 
Para mejor comprensión del porqué el agravio resultó fundado, es porque de lo expuesto y del análisis de la respuesta, se advierte que la misma carece de la debida fundamentación y motivación, aunado a que no guarda concordancia con lo solicitado y no se pronuncia expresamente sobre lo peticionado.
Al respecto, cabe señalar que la Ley tiene por objeto garantizar el acceso a la información en posesión de los sujetos obligados y define en el artículo 3, fracciones XIII y XIX de la Ley a los documentos y a la información como:
“ARTÍCULO 3°. Para los efectos de la presente Ley se entenderá por:
(…)

XIII. Documento: oficios, acuerdos, correspondencia, directivas, circulares, minutas, expedientes, reportes, estudios, contratos, actas, convenios, resoluciones, instructivos, memorandos, notas, estadísticas, sondeos, encuestas, expresiones y representaciones materiales que den constancia de un hecho o acto del pasado o del presente, de las entidades y de las personas en el servicio público en el ejercicio de sus funciones; o cualquier otro registro que documente la existencia y actividades de los sujetos obligados, sin excepción de su fuente, tipo o fecha de elaboración. Los documentos pueden ser papeles escritos, o en cualquier medio o formato impreso, sonoro, electrónico, fotográfico, gráfico, visual, holográfico, electrónico o digital;
(…)

XIX. Información pública: la que es creada, administrada o en posesión de los sujetos obligados, exceptuando la clasificada como reservada o confidencial;…”

Al mismo tiempo, la Ley tiene entre sus objetivos proveer lo necesario para que toda persona pueda tener acceso a la información mediante procedimientos sencillos y expeditos. En ese sentido, las dependencias y entidades están obligadas a interpretar las solicitudes de acceso de los particulares de forma tal que se favorezcan los objetivos de la Ley. 
En el caso que nos ocupa, es evidente que la solicitud de acceso del recurrente puede interpretarse de tal forma que se entienda como una solicitud de acceso a diversos documentos; a saber: el reglamento de integración y funcionamiento de los organismos de participación ciudadana del municipio, que cumple con las disposiciones establecidas en los artículos 101, 102, 102 BIS, 102 TER y 103 de la Ley Orgánica del Municipio Libre de San Luis Potosí en su última reforma 01 octubre 2018, el calendario de realización de los procesos de elección de representantes sociales comunitarios para el Consejo de Desarrollo Social Municipal CDSM, la convocatoria pública para la elección de representantes sociales comunitarios que cumple con lo establecido en la Ley Orgánica en los artículos ya mencionados, el informe de difusión de la convocatoria de acuerdo a lo que establece la Ley Orgánica en los artículos ya mencionados, las actas de las asambleas de elección de los representantes sociales comunitarios de todas y cada una de los barrios, colonias, ejidos, comunidades o como se defina el ámbito de representación para CDSM, las listas de asistencia debidamente requisitadas, de los participantes en las asambleas mencionadas en el punto anterior, la evidencia fotográfica de las citadas asambleas electivas de los representantes sociales de CDSM, la integración final del CDSM y el acta de instalación del CDSM.

Pues bien, en la especie la inconformidad planteada por el recurrente resulta fundada en virtud de que el sujeto obligado no otorga certidumbre al ahora inconforme en su respuesta, toda vez que el sujeto obligado se limitó a responder que la información solicitada es de “interés público”, no obstante, omite remitir los documentos que acrediten tal manifestación, o por el contrario, tampoco permite el acceso a la información de manera filtrada, o en su defecto, de forma directa o indirecta, dentro de la página oficial del sujeto obligado de forma específica para acceder a la información qué debe entenderse por obligaciones de Transparencia y que los sujetos obligados deben difundir de manera obligatoria, permanente y actualizada, sin que medie para ello, solicitud de acceso y que aquéllos pondrán a disposición del público y mantendrán actualizada, en los respectivos medios electrónicos, de acuerdo con sus facultades, atribuciones, funciones u objeto social, es decir, su respuesta carece de toda fundamentación y motivación y por tanto genera ambigüedad, misma que transgrede el derecho de acceso a la información pública.
Al respecto resulta orientador el criterio 28/10 emitido por el Instituto Nacional de Trasparencia, acceso a la Información y Protección de Datos Personales.

“Cuando en una solicitud de información no se identifique un documento en específico, si ésta tiene una expresión documental, el sujeto obligado deberá entregar al particular el documento en específico. La Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental tiene por objeto garantizar el acceso a  la  información  contenida  en  documentos  que  los  sujetos  obligados  generen, obtengan, adquieran, transformen o conserven por cualquier título; que se entienden como cualquier registro que documente el ejercicio de las facultades o la actividad de los sujetos obligados sin importar su fuente o fecha de elaboración. En este sentido, cuando el particular lleve a cabo una solicitud de información sin identificar de forma precisa la documentación específica que pudiera contener dicha información, o bien pareciera que más bien la solicitud se constituye como una consulta y no como una solicitud de acceso en términos de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, pero su respuesta puede obrar en algún documento, el sujeto obligado debe dar a la solicitud una interpretación que le dé una expresión documental. Es decir, si la respuesta a la solicitud obra en algún documento en poder de la autoridad, pero el particular no hace referencia específica a tal documento, se deberá hacer entrega del mismo al solicitante.”
Asimismo, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 24, fracciones XI, XII y 74 de la Ley Estatal de Transparencia, los sujetos obligados deberán publicar y mantener actualizada la información relativa a las obligaciones de transparencia en su página de internet y en la Plataforma Nacional de Transparencia, así como difundir proactivamente información de interés público.

Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí:
ARTÍCULO 24. Para el cumplimiento de los objetivos de esta Ley, los sujetos obligados deberán cumplir con las obligaciones siguientes, según corresponda, de acuerdo a su naturaleza:

XI. Publicar y mantener actualizada la información relativa a las obligaciones de transparencia;

XII. Difundir proactivamente información de interés público;

ARTÍCULO 74. Los sujetos obligados deben poner a disposición de los particulares la información a que se refiere este Título en su página de internet y en la Plataforma Nacional de Transparencia, como lo dispone los artículos 49 y 60 de la Ley General.

Por lo anterior, se aprecia que dichas disposiciones legales resultan aplicables al caso en concreto ya que, de acuerdo con la respuesta otorgada por el sujeto obligado, la solicitud de información que aquí se analiza deriva de las obligaciones de transparencia previstas en la Ley de la Materia.
Bajo esa premisa, resulta oportuno mencionar que el sujeto obligado deberá permitir el acceso a todos aquellos elementos de forma directa o indirecta dentro de la página oficial del sujeto obligado de forma específica para acceder a la información solicitada, o en su defecto, entregar la información de manera filtrada, lo anterior para efecto de que el solicitante de la información pueda consultar de manera sencilla la información entregada.

De esa manera, queda evidenciada la ambigüedad de la respuesta del sujeto obligado, por lo que al considerar que el artículo 2, fracción III de la Ley establece expresamente entre sus objetivos proveer lo necesario para que toda persona pueda tener acceso a la información mediante procedimientos sencillos y expeditos, se declara fundado el agravio manifestado, toda vez que la respuesta otorgada por el sujeto obligado resulta infundada.
7.2. Modalidad de entrega.


Sobre este tópico los artículos 17, 146, fracción V, primer párrafo y 155, de la Ley de Transparencia establecen que:

ARTÍCULO 17. El ejercicio del derecho de acceso a la información es gratuito y sólo podrá requerirse el cobro correspondiente a la modalidad de reproducción y entrega solicitada. 
En ningún caso los ajustes razonables que se realicen para el acceso de la información de solicitantes con discapacidad, será con costo a los mismos.

ARTÍCULO 146. Para presentar una solicitud no se podrán exigir mayores requisitos que los siguientes: 

[…]
V. La modalidad en la que prefiere se otorgue el acceso a la información, la cual podrá ser verbal, siempre y cuando sea para fines de orientación, mediante consulta directa, mediante la expedición de copias simples o certificadas o la reproducción en cualquier otro medio, incluidos los electrónicos…


Por eso, el acceso se dará en la modalidad de entrega elegido por el solicitante y que cuando la información no pueda entregarse o enviarse en la modalidad elegida, el sujeto obligado deberá ofrecer otra u otras modalidades de entrega ya que, de no ser así, en cualquier caso, se deberá fundar y motivar la necesidad de ofrecer otras modalidades.


Y que, por lo tanto, el ejercicio del derecho de acceso a la información es gratuito y sólo podrá requerirse el cobro correspondiente a la modalidad de reproducción y entrega solicitada.


De ahí que para presentar una solicitud no se podrán exigir mayores requisitos, entre lo que se encuentra el de la modalidad en la que prefiere se otorgue el acceso a la información, por ello, la regla es que el acceso se dará en la modalidad de solicitada y, en su caso, de envío elegidos por el solicitante y, la excepción es cuando la información no pueda entregarse o enviarse en la modalidad elegida, el sujeto obligado deberá ofrecer otra u otras modalidades de entrega. 


En el caso, la solicitud de información fue realizada por la solicitante a través de la Plataforma Nacional de Transparencia y, si ésta presentó la solicitud de información por medios electrónicos, entonces, se está en el supuesto de que la autoridad debe entregar la información peticionada por ese mismo medio.


Lo anterior, incluso encuentra sustento en el criterio 03/2008 emitido por el Comité de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicado en la Compilación de Normas y Criterios en Materia de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Novena Edición, página 919, México 2013 cuyo rubro y texto es:

MODALIDAD ELECTRÓNICA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN. SI SE RECIBE UNA SOLICITUD POR MEDIOS ELECTRÓNICOS SIN PRECISAR LA MODALIDAD DE PREFERENCIA DEBE PRESUMIRSE QUE SE REQUIRIÓ EL ACCESO POR ESA MISMA VÍA. El ejercicio del derecho de acceso a la información gubernamental no se entiende de forma abstracta y desvinculada a la forma en que los gobernados pueden allegarse de aquélla; destacándose que la modalidad de entrega de la información resulta de especial interés para hacer efectivo este derecho. En este sentido, la Comisión para la Transparencia y Acceso a la Información de la Suprema Corte de Justicia de la Nación (recurso de revisión 1/2005) determinó que el acceso a la información no se cumple de forma íntegra cuando se entrega la información al peticionario en una modalidad diversa a la solicitada, cuando esta fue la remisión por medios electrónicos, toda vez que el otorgamiento en una diversa puede constituir un obstáculo material para el ejercicio del derecho de acceso a la información tutelado en el artículo 6° constitucional. Por lo tanto, si el peticionario solicita por vía electrónica determinada información sin precisar la modalidad de su preferencia debe presumirse que la requiere por esa misma vía.


Criterio que de conformidad con el artículo 7°
 de la Ley de Transparencia resulta aplicable al caso concreto, pues el mismo es para hacer efectivo el derecho de acceso a la información pública, ya que orienta a esta Comisión de Transparencia para favorecer el principio de máxima publicidad y disponibilidad de la información en posesión del sujeto obligado.


 
7.3. Efectos de la resolución.
En las condiciones anotadas, lo procedente es que esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública de conformidad con el artículo 175, fracción III, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado modifica el acto impugnado, y conmina al sujeto obligado para efectos de que entregue al solicitante de manera fundada y motivada los documentos que contienen la información relativa a:

 “… la copia digital de los siguientes documentos con los cuales debe contar su Municipio, dado que ya se realizaron los procedimientos a los cuales se refiere esta solicitud:
1. Reglamento de Integración y Funcionamiento de los Organismos de Participación Ciudadana del Municipio, que cumple con las disposiciones establecidas en los Artículos 101, 102, 102 BIS, 102 TER y 103 de la Ley Orgánica del Municipio Libre de San Luis Potosí en su última reforma 01 octubre 2018.

2. Calendario de realización de los procesos de elección de representantes sociales comunitarios para el Consejo de Desarrollo Social Municipal CDSDM

3. Convocatoria pública para la elección de representantes sociales comunitarios que cumple con lo establecido en la Ley Orgánica en los artículos ya mencionados.

4. Informe de difusión de la convocatoria de acuerdo a lo que establece la Ley Orgánica en los artículos ya mencionados.

5. Actas de las asambleas de elección de los representantes sociales comunitarios de todas y cada una de los barrios, colonias, ejidos, comunidades o como se defina el ámbito de representación para CDSM.

6. Listas de asistencia debidamente requisitadas, de los participantes en las asambleas mencionadas en el punto anterior.

7. Evidencia fotográfica de las citadas asambleas electivas de los representantes sociales de CDSM.

8. Integración final del CDSM.

9. Acta de instalación del CDSM.

Solicito que la respuesta sea plena y satisfactoria a cada uno de los puntos solicitados, lo anterior, de conformidad con la fracción tercera del numeral 165 del Código Procesal Administrativo aplicado de manera supletoria a la Ley de Transparencia y Acceso a la

Información Pública del Estado de San Luis Potosí, que al respecto dice:

ARTÍCULO 165. Son requisitos del acto administrativo:

 Que se expida de manera congruente con lo solicitado y resolver expresamente todos los puntos propuestos por el interesado o previstos por las normas.

Gracias por su atención” (sic);


O en su defecto, permita el acceso a todos aquellos elementos de forma directa o indirecta dentro de su página oficial de forma específica para acceder a la información solicitada, o, entregue la información de manera filtrada, para efecto de que el solicitante de la información pueda consultar de manera sencilla la información otorgada.

7.4. Precisiones de esta resolución.

De conformidad con la última parte del artículo 175 de la Ley de Transparencia está Comisión de Transparencia establece los siguientes términos para el cumplimiento de la resolución.

· El sujeto obligado deberá entregar los documentos que contengan la información solicitada en la modalidad peticionada por el particular y sin costo alguno. 

· El sujeto obligado deberá entregar los documentos que contengan la información solicitada en el correo electrónico señalado por el inconforme en su recurso de revisión.

· El sujeto obligado deberá de cuidar en todo momento que la información que entregará no contenga datos personales o confidenciales, pues en caso de contener información con esos datos, deberá de elaborar la versión pública.
7.5. Precisiones en caso de declaración de inexistencia de la información.

· Que el Comité de Información analice el caso y tome las medidas necesarias para localizar la información.

· En caso de no lograr lo anterior, el Comité de Información expedirá una resolución que confirme la inexistencia del documento.

· El Comité de Información exponga de forma fundada y motivada, las razones por las cuales en el caso particular quien tenía obligación de generar la información no ejerció dichas facultades, competencias o funciones.

· La resolución de inexistencia de la información la notificará al solicitante a través de la Unidad de Transparencia.


7.6. Plazo para el cumplimento de esta resolución.

Con fundamento en el artículo 175 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, este órgano colegiado le concede al ente obligado el plazo de diez días para la entrega de la información, plazo que está Comisión de Transparencia considera que es suficiente para la entrega de la información por parte del ente obligado.
7.7. Informe sobre el cumplimento a la resolución. 

De conformidad con el artículo 177, segundo párrafo, el ente obligado deberá de informar a esta Comisión de Transparencia el cumplimento a la presente resolución en un plazo que no deberá de exceder de tres días siguientes a los diez días que tiene para la entrega de la información en donde justificará con los documentos necesarios el cumplimento a lo aquí ordenado.

7.8. Medida de apremio en caso de incumplimiento a la resolución.

Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública apercibe al ente obligado que en caso de no acatar la presente resolución, podrá ser acreedor de alguna de las medidas de apremio establecidas en el artículo 190 de la Ley de Transparencia, en virtud de que este órgano colegiado debe de garantizar el debido cumplimiento al derecho humano de acceso a la información pública.  

RESOLUTIVO
Por lo expuesto y fundado, SE RESUELVE:

UNICO. Esta Comisión Estatal de Garantía y Acceso a la Información Pública modifica la respuesta del ente obligado por los fundamentos y las razones desarrolladas en el considerando séptimo de la presente resolución.
Notifíquese; por oficio a las autoridades y a la recurrente por el medio que designó.

Así, por unanimidad de votos lo resolvió la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, integrada por los Comisionados Licenciados Mariajosé González Zarzosa, Mtro. Alejandro Lafuente Torres, Paulina Sánchez Pérez del Pozo, Presidente, siendo ponente la última de los nombrados, quienes, en unión de la Licenciada Rosa María Motilla García, Secretaria de Pleno que da fe, firman esta resolución.    
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Estas firmas pertenecen a la última foja de la resolución pronunciada en el recurso de revisión 353/2019-2, aprobada en sesión ordinaria del 12 doce de junio de 2019, dos mil diecinueve.

� ARTICULO 7. El derecho de acceso a la información o la clasificación de la información se interpretarán bajo los principios establecidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte; y la presente Ley. En la aplicación e interpretación de la presente Ley deberá prevalecer el principio de máxima publicidad, conforme a lo dispuesto en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte; así como en las resoluciones y sentencias vinculantes que emitan los órganos nacionales e internacionales especializados, favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia. Para el caso de la interpretación, se podrá tomar en cuenta los criterios, determinaciones y opiniones de los organismos nacionales e internacionales, en materia de transparencia. Las disposiciones que regulen aspectos de transparencia y acceso a la información previstas en la legislación Estatal en su conjunto, deberán interpretarse armónicamente con la Ley General, atendiendo al principio pro persona.





